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. BREVE PRESENTACIÓN DEL GREMIO DE S.A. DE JPL. 
El Colegio de Secretarios Abogados de Juzgados de Policía Local  de Chile, cuenta con personalidad jurídica otorgada  por Decreto N°5861 de 23 de agosto de 2005 del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Constituimos un gremio diferente e independiente al del INJPL.
El Colegio actualmente cuenta con más de 150 socios, todos secretarios abogados de Chile y con delegados regionales a lo largo del país.
 
La actual Directiva, consta de 4 miembros, la Vicepresidenta es Daniela González López, SA del 2° JPL Pudahuel, Claudia Elizalde Marabolí, tesorera del Colegio,  SA del Juzgado de Policía Local de El Bosque, quien se encuentra presente,  Ricardo Rodríguez Gutiérrez, Director del gremio, SA  del Juzgado de Policía Local de Coyhaique y yo, Claudia Díaz-Muñoz Bagolini, SA del 2° JPL de Maipú, en calidad de Presidenta de la Asociación.
Nuestra Asociación tiene como objetivo el desarrollo integral de sus asociados, así como hacer a la justicia de Policía Local cada vez más profesional y eficiente. Es en este contexto que pretendemos dar a conocer nuestra posición respecto al proyecto CATI.

II.-  BREVE HISTORIA DEL PROYECTO CATI.



El Colegio no es la primera vez que expone respecto a este proyecto, además de las reuniones que adelanté con MTT e INJPL, ha participado con minutas y presentaciones verbales en dos oportunidades en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados. 
Una primera vez, en mayo de 2018, luego que la anterior Directiva del Instituto de Jueces de PL, dijera en lo fundamental de su exposición que el proyecto  CATI, era inconstitucional, ya que según su punto de vista a la administración le estaría vedado el conocer y sancionar, fundamentando  su opinión en el fallo del TC  de fecha 18 de enero de 2018 respecto al SERNAC, porque en síntesis,  no se respetaban derechos de rango constitucional al debido proceso ni a la defensa jurídica.
El Colegio de SA, por tanto, no pudo dejar de intervenir señalando que a diferencia del INJPL, el CATI y el sistema automatizado que crea para el tratamiento de infracciones, en la cual se pesquisan y sancionan ciertas infracciones al tránsito, era un caso completamente distinto al del SERNAC, y similar en cambio a una serie de procedimientos administrativos de constatación de infracciones que a través de un acto administrativo imponen sanciones por infracciones objetivas. Se indicó en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara, que el TC efectivamente, declaró en enero de 2018, inconstitucional algunas normas del proyecto del SERNAC, pero también expresa en su fallo, en el considerando noveno, que esa decisión no se extiende necesariamente a otros casos de organismos administrativos con potestades sancionadoras.

No obstante, el ejecutivo con posterioridad, en julio de 2018, presenta una “indicación sustitutiva” en que básicamente  el CATI constaría infracciones y las remitiría de manera masiva a los JPL, eliminando la potestad sancionatoria.

 Nuevamente el Colegio como dije,  a fines de julio  de 2018, interviene para fundamentar lo que a nuestro entender era un despropósito de la naturaleza que inspiraba el proyecto, y que con algunas mejoras en su articulado podría salvar los temores de una posible inconstitucionalidad. Fue así que después de escucharnos nuevamente, se acordó que entre los gremios, la Cámara y el ejecutivo, se abordarían los temas expuestos y se trabajó para presentar finalmente en sala de la Cámara de Diputados, un proyecto contundente, aprobándose que el CATI, sería un centro de pesquisa y sanción.
III.- OPINIÓN DEL COLEGIO EN GENERAL AL PROYECTO CATI.

 
Nuestro gremio está de acuerdo con el proyecto, porque  consideramos que obedece a una correcta política pública, de 
1) resguardo del debido uso de caminos y vías, 
2) da mayor seguridad de las personas, para disminuir índices de mortalidad y lesiones
3) permitiendo oportunamente sancionar con equidad y de manera oportuna  infracciones para el cambio de conducta,  y
4)  eficientando los recursos públicos. 
Hay que tener presente y en mente, cifras relevantes que se han dado en discusiones en el parlamento: 
· 5 personas mueren a diario en Chile en accidentes de tránsito, 

· Es la primera causa de muerte de niños entre 1 y 14 años, 

· Lo que se logra infraccionar con los medios actuales es un 4% y 

· El exceso de velocidad corresponde a la principal causa de accidentes de tránsito con resultados fatales.

· Que a los JPL ingresan  a nivel nacional más de 7 millones y medio de causas anuales, con curva anual ascendente. A  modo de comparación, en el año 2017 los ingresos totales   en cambio los Tribunales civiles, penales, familia, laborales, de Cobranza Laboral y Previsional,  y causas Sename, suman  aprox. 4 millones y medio ingresos entre todos. Aún más, comparativamente, los jueces del reforma procesal penal son en todo Chile 740; los JPL en Chile son 377. 
· De esos ingresos en PL el 50% son causas denuncias TAG.

Claramente hay una sobrecarga de trabajo en los JPL pero saben? Esto no se trata de eliminar causas o materias sin fundamento, solo para descongestionar, ya que a secas ese criterio no es razonable, sino que lo contrario, es comprender que se debe dar la tramitación justa elegiendo la sede competente (judicial o administrativa) y no desgastar innecesariamente las capacidades de  tribunales y jueces, restándole valioso tiempo para ejercer la jurisdicción en otras materias que necesariamente  deban  ser conocidos por los JPL.

El proyecto CATI nos permite transitar a una mayor confianza en la administración (usando las tecnologías que están a nuestro alcance con alto grado de certeza y seguridad), permitiendo de esta forma que los tribunales de PL, realicen una jurisdicción en materias de mayor relevancia  (enfocar esfuerzos y trabajos a materias que por lo demás a la administración del estado le está vedada).


Se logra con este proyecto la ansiada eficacia procesal, compatibilizando con criterio colaborativo, lo judicial y administrativo, obedeciendo al principio  que  el derecho a sancionador en tribunales debe corresponder a  la última ratio, y además da pie para en el futuro  incorporar en la competencia de los JPL, otras contravenciones a la Ley que atenten gravemente a bienes jurídicos considerados de mayor relevancia donde hay una controversia entre partes, tales como:

· Conflictos entre vecinos, 
IV.- OBSERVACIONES PARTICULARES EN TORNO A 4 TEMAS:

1.- INCLUSIÓN EN EL CATI DE DENUNCIAS TAG.  
Consideramos desde el inicio de la discusión,  que no solo debieran incluirse en el proyecto las infracciones por exceso de velocidad, restricción vehicular, circulación por vías exclusivas, sino que también las denuncias por cobro de tarifas (TAG) al no tener el dispositivo o pase diario, que son otro tipo de contravenciones objetivas que se conocen actualmente en Policía Local, correspondiendo a más del 50% de los ingresos anuales.
ACTUALMENTE OPERA EN CHILE  UNA DEFICIENTE POLÍTICA DE REGULACIÓN: en las DENUNCIAS TAG.

Desde el año 2006 al año 2011 las denuncias TAG eran conocidas de manera masiva por los JPL por denuncias del MOP, llegando directamente  enormes cantidades a los JPL.

Posteriormente, desde el año 2011 al presente se cambia la modalidad de procedimiento y se denuncia por el MOP, pero en sede administrativa municipal (DAF) y con posterioridad si no se paga en las DAF se continúa su conocimiento por los JPL. 

En cifras, señalando un JPL de la RM, pero que en términos porcentuales obedece a la realidad de todos los que conocen causas TAG,  por ejemplo en el 2° JPL Maipú, desde mediados de año 2006 a mediados del año 2010 (en su inicio, en que se denunciaba por MOP directamente a los JPL), es decir en 4 años, hubo lo mismo porcentualmente  que al trasladarse estas denuncias a las DAF, desde mediados de 2011 a la fecha (en 8 años).  O sea, el cambio fue inocuo. 
A lo anterior se debe indicar que de los pagados,  el 95% se concreta cuando se termina el proceso e ingresan al Registro de Multas Impagas, del Servicio de Registro Civil, es decir, no se paga ni en las DAF (aún cuando existe la posibilidad de descuento de un 30%) ni en los JPL.

El procedimiento puede tomar más de 1 año en su tramitación.

En conclusión, hoy día existe una mixtura administrativo-judicial, en donde se duplican recursos de todo tipo (municipalidad y Juzgado), que hacen sumamente dilatado un proceso para claras infracciones de índole objetiva, recargando con ello en forma innecesaria la infraestructura y recursos de los JPL, como municipal, llegando la sanción finalmente al infractor de manera poco oportuna. No parece razonable cierto?. 
En cambio, las cifras en derecho comparado (Europa, en España desde año 2007 y en Francia desde año 2002) que ya han sido demostradas en sesiones en la Cámara de Diputados,  indican que tramitadas administrativamente infracciones masivas y objetivas  el objetivo final se cumple, logrando disciplinar el comportamiento de las personas.
No perdamos de vista que lo que se fiscalizará y sancionará por el CATI  son “ilícitos objetivos”: es decir, aquéllos en que basta la mera ocurrencia de la conducta para aplicar la sanción, no hace falta indagar el elemento de la intencionalidad. Existe una mera infracción normativa en que el  riesgo es la “simple desobediencia”; es decir,  no resiste un análisis acabado de las causas.
Entonces  las preguntas inmediatas  que uno debiese hacerse  son simples: 

1.- se requiere que estas contravenciones  objetivas TAG sean sancionadas a través de la dictación de una sentencia por un juez de la República? NO; 

2.-si se está elaborando un proyecto en que otras  infracciones de naturaleza jurídica contravencional idéntica como restricción vehicular, vías exclusivas y aún más graves, como el exceso de velocidad, se permitirá fiscalizar y sancionar por la administración, es concordante que las denuncias TAG queden fuera?. NO; 

3.- no es más eficiente homogenizar la tramitación de ciertas materias en un mismo procedimiento?; SÍ.
Entonces habría que:

- incorporar al art. 8 del proyecto un número 4:“La Infracción a la prohibición establecida en el inciso primero del artículo 114 del DFL N°1, del Ministerio de Justicia, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 18.290”, y 
- derogar el art. 43 de la ley 18.287 que establece el cobro prejudicial en sede administrativa de las DAF.
2.- RECLAMACIÓN JUDICIAL SIN LIMITACIONES: Claramente un punto esencial es la constitucionalidad del proyecto, pero dejando en claro que se puede dotar a un organismo administrativo de potestades fiscalizadoras y sancionatorias, sin acudir en la investigación a  los colapsados JPL. 

Este criterio ya está establecido en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional señalando que es posible traspasar facultades punitivas a la Administración del Estado, pero debe ser justificada razonablemente, pudiendo privar a los tribunales de una potestad con motivo válido y sin ningún cuestionamiento jurídico y a eso hay que apuntar. Depurar el proyecto de todo atisbo de irracionalidad.

La facultad sancionadora de la administración del Estado en Chile, ya está presente en numerosos procedimientos administrativos, como en la Dirección del Trabajo, la Superintendencia de Educación, la SI de Casinos de Juegos, la SI de Bancos e Instituciones Financieras, en la Subtel. 
Estos procedimientos,  en que se dictan actos administrativos sancionatorios, deben tener  un límite para dar cumplimiento al imperativo constitucional impuesto en el art. 38 de la CPR,  inciso segundo de la Constitución Política que leo textual: “Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos y de las municipalidades, podrán reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pueda afectar al funcionario que hubiere causado el daño”.  O sea, nos sujeta a una posterior reclamación judicial sin restricciones, en caso de lesión de derechos.
El art. 38 recién indicado, debemos necesariamente relacionarlo con artículo 19 N° 26 de la Constitución de la República, que dispone que no se pueden afectar los derechos en su esencia, lo que acontecerá si se le priva de aquello que le es consubstancial, limitando su libre ejercicio, y sucedería por ejemplo en  caso del CATI,  si la reclamación judicial  fuera sometida a exigencias que la hagan o lo entraban más allá de lo razonable, privándolo en definitiva de  tutela jurídica.

Sin perjuicio contamos para la justicia final del acto administrativo, con los recursos administrativos que franquea la Ley 19.880 (sobre procedimientos administrativos), existiendo en su articulado los recursos de revisión, invalidación, reposición y jerárquico, el recurso extraordinario de revisión, y la revisión de oficio por la Administración, lo cual no es necesario expresarlo en el texto del proyecto CATI ya que operará en su silencio, porque es SUPLETORIO.
La defensa y el debido proceso del sancionado  están protegidos y garantizados  en este procedimiento del CATI también en la Ley 18.575 (ley de bases generales de la administración del Estado).

 Por tanto, el Colegio sugiere los siguientes cambios en el articulado del proyecto:
- en el art. 15 después del inciso primero y antes del actual inciso 2 que pasaría a ser inciso 3, agregaría: “Dentro de los 20 días siguientes de la notificación de la imposición de la multa administrativa, el sancionado podrá reclamar de ella ante el JPL respectivo, de la misma forma establecida precedentemente, debiendo fundarse en hechos comprobables que hagan excusable la infracción”.
- Art. 15 del proyecto, inciso 1, parte final eliminar la palabra “no” al referirse que la reclamación judicial no suspenderá la comunicación de la multa al ARMI y en su inciso segundo la parte en que señala que se deberá comunicar la sentencia absolutoria al ARMI del RC, ya que al no haberse enviado, será innecesaria esa comunicación.

- Art. 20 inciso 2 del proyecto CATI que señala “Ante errores manifiestos en el procedimiento establecido en esta ley, los infractores podrán formular alegaciones fundadas y aportar los documentos, en los mismos términos y procedimientos dispuestos en los arts. 13 y 15”, consideramos debiese eliminarse porque ya no es conducente esa limitación; se estudia en cambio, agregar una mención expresa a que el principio de impugnabilidad del art. 15 de  la Ley 19.880 debe suplir.
3.- TRATAMIENTO DE CÚMULO DE DENUNCIAS Y SUSPENSIÓN DE LICENCIAS.
-Explicación del procedimiento en general en los empadronados.

-en la práctica no opera suspensión de lccia ,  art. 170 inciso final 

-no se envían al Registro de Conductores, las causas empadronadas graves ni gravísimas
-cuál será el efecto de continuar así: daría lo mismo sancionar en sede administrativa y judicial. 

- se salva sin embargo lo anterior, en algo, al agregar en art 170 de la Ley de Tránsito, el inc. 6 como aparece en el proyecto, tramitación para gravísimas en la cual se podrá determinar quién es el conductor. Igualmente al dejar inciso final de ese artículo no se suspenderá eventualmente la licencia de conducir; y al no modificar el artículo 211 de la misma ley,  no se enviarán estas sentencias  al Registro de Conductores.
- Eventualmente solo pagará multa o una mayor, por reincidencias. 


No debe haber diferencia en la suspensión de licencia  en las infracciones gravísimas sean pesquisadas por Carabineros o  por medios telemáticos,  e incluso no diferenciar si son partes  empadronados o se sorprendieron personalmente conduciendo un vehículo, ya que atendido el artículo 170 de la ley de tránsito, establece una presunción de responsabilidad infraccional del propietario del vehículo, si no individualiza al conductor.


Por el principio de  igualdad jurídica muy bien señalado por la jueza Viviana Muñoz del 4 JPL de Santiago,  en la sesión de fecha 4 de septiembre, quien quebranta una norma debe asumir iguales consecuencias (ej. Quien circula a exceso de velocidad, sea o no empadronado, sea o no telemático, debe tener una sanción además de multa, suspensión de licencia).

Asimismo, se ha considerado de tal mayor gravedad que por estos medios telemáticos se sorprenda en el plazo establecido en art. 12 (6 meses) q se cometan 5 o más infracciones graves, que éstos se enviarán a los JPL, pero si no aplicamos la presunción de responsabilidad también en este caso, dará lo mismo el castigo en sede administrativa o judicial, por eso es necesario incorporar estas  reiteración de infracciones graves al art. 170 inciso 6 que solo en el proyecto incluye a las infracciones gravísimas.


Finalmente, se debe explicitar que tanto las sentencia definitivas  gravísimas o graves, sean o no empadronadas, puedan ser informadas al Registro de Conductores del SRC, como lo señalaré en el siguiente capítulo, para los efectos de suspensiones de licencia frente a acumulación de estas contravenciones.
MODIFICACIONES AL PROYECTO:

a) Agregar en el artículo 170 inciso 6 del proyecto: “Cuando tales sanciones deban ser aplicadas en relación con infracciones gravísimas denunciadas respecto de un vehículo en movimiento o con la reiteración de infracciones graves denunciadas por la Sub-Secretaría de Transportes, el propietario o tenedor inscrito podrá individualizar ante el juez de policía local al conductor del vehículo al momento de la infracción, siempre que presente antecedentes que hagan verosímil la conducción por esa persona. En tal caso, el juez dirigirá el procedimiento contra la persona individualizada. De no aportar dicha información el propietario, o el tenedor en su caso, se aplicarán las reglas de presunción establecidas en este artículo y continuará el procedimiento contra el propietario o tenedor inscrito, según corresponda. El juez, atendidos los antecedentes que se le presenten, podrá establecer, mediante resolución fundada, que no es posible determinar la identidad del conductor por razones ajenas al propietario o tenedor inscrito y, por ello, no le aplicará la pena de suspensión o cancelación de licencia de conducir, sin perjuicio de la posible aplicación de la multa respectiva cuando corresponda y de la responsabilidad establecida en el artículo 7.”
b) Agregar inciso séptimo que sería el final: “Igual procedimiento se aplicará a todas las causas gravísimas y graves, iniciadas según lo dispuesto en el artículo 3 inciso tercero de la Ley 18.287” (se refiere al no estar presente el infractor o encontrarse el vehículo en movimiento)
c) En consecuencia, se debería además  eliminar el inciso final del  actual art. 170 Ley Tránsito,  que señala lo siguiente: “La suspensión o cancelación de la licencia de conducir sólo es aplicable por infracciones cometidas conduciendo personalmente un vehículo”: lo  anterior atendido a que con la nueva redacción que se aprobó en el proyecto respecto a ese de ese artículo de la ley de tránsito, no parece compatible, y más aún, el resultado al dejarlo es contribuir a una inconsistencia interpretativa, al diferenciar si el parte es o no empadronado, haciendo caso omiso a las reglas de presunción de responsabilidad. 
d) Finalmente para que esta política sancionatoria sea completa, consideramos que debe agregarse expresamente que se deben enviar al Registro de Conductores de Vehículos Motorizados las sentencias por infracciones gravísimas y graves, incluidas las del artículo 3 inciso 3 de la ley 18287 y art. 170 incisos 6 y 7, es decir, incorporar al actual art. 211 número 2 de la ley 18.290, sean o no empadronadas; 
-estimamos que de lo contrario, en el caso de infracciones graves,  el que sea sancionado en JPL o MTT daría lo mismo, ya que de todas maneras no se mandan en la práctica  al RNC, las sentencias al ser empadronadas; en cambio con el envío de los fallos graves y gravísimas sean empadronados o no (luego de que se establezca quién era efectivamente conductor o por presunción se sancione al propietario, aplicando el art. 170 de la Ley de Tránsito) al enviarlas al RNCVM se podrá dar aplicación a lo establecido en el  art 40 Ley 18287, en que el JPL puede cancelar o suspender las licencias de conducir por acumulación de infracciones; 
- en el caso de infracciones gravísimas también serviría para suspensiones por acumulaciones, ya que actualmente no se remiten. 
En ambos casos en definitiva es útil para suspensiones y cancelaciones de licencias de conducir por acumulación de infracciones.
4.-ELIMINACIÓN DE PARTES EMPADRONADOS POR VÍA ADMINISTRATIVA.
Actualmente para eliminar las anotaciones en las hojas de vida de los conductores que lleva el Servicio de Registro Civil, en las que se informan por los JPL (art. 211 número 2 de la ley 18.290) , las sentencias definitivas ejecutoriadas por infracciones graves y gravísimas, pueden ser eliminadas transcurridos los plazos legales, de 2 años para las infracciones graves y de 3 años para las gravísimas, (según dispone al art. 217 inciso 1, de la Ley 18.290) bastando la sola petición del interesado en el Registro Civil; es decir, no es necesario una orden del Juzgado informante de esa infracción para que esto ocurra ya que es solo una mera constatación del transcurso del plazo. Se evita que un interesado deba estar yendo a los JPL de diferentes comunas, pidiendo desarchivo de expedientes y estados de causas y posteriormente llevarlo al RC para la eliminación. Se establece en el artículo 217 inciso 3 de la ley de tránsito,  que la eliminación se debe solicitar directamente al Servicio (leer al estudiar este informe el artículo para mí).
En cambio,  en los partes empadronados  en que al no pagar las multas impuestas por los tribunales, se envían estas sentencias al llamado ARMI, que es el Registro de Multas Impagas que también lleva el Servicio de Registro Civil, atendido el tenor del art. 24 inciso 1 de la Ley 18.287, que expresa: “Tratándose de las denuncias señaladas en el inciso 3 del artículo 3, el Secretario del Tribunal, cada dos meses, comunicará las multas no pagadas para su anotación en el Registro de Multas de Tránsito No Pagadas. Mientras la anotación esté vigente, no podrá renovarse el permiso de circulación del vehículo afectado. El plazo de prescripción será de 3 años, contados desde la fecha de la anotación”.  
Agregaría luego del punto, que pasaría a ser punto seguido, lo siguiente: “Una vez transcurrido el plazo de prescripción, el Servicio de Registro Civil deberá eliminar la respectiva anotación de dicho registro”.
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